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PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Carlos Gamou, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Alvaro Lorenzo, Edgardo Ortuño y Daisy Tourné. 


INTEGRANTES: Señores Representantes Beatriz Argimón, Guillermo Chifflet, Gustavo Espinosa 
Mármol, Gonzalo Novales, Edgardo Rodríguez y Carlos Varela Ubal. 


CONCURRE: Señor Secretario Redactor doctor Marti Dalgalarrondo Añón. 


INVITADO: Doctor Javier Miranda. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración integrada con la de Derechos 
Humanos, tiene gran placer en recibir en la mañana de hoy al doctor Javier Miranda, cuyos comentarios 
sobre el proyecto de ley que figura en el Repartido N* 267, de junio de 2005, "Personas cuya desaparición 
forzada resultó confirmada por el Anexo 3.1 del informe final de la Comisión para la Paz", seguramente 
resultarán interesantes. 


SEÑOR MIRANDA.- En nombre de Familiares, agradezco al señor Presidente y a los señores 
Diputados de ambas Comisiones que me hayan recibido. 


Sobre el proyecto que hoy remite el Poder Ejecutivo poco hay que agregar; recoge, sustancialmente, lo que 
habíamos manifestado en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración en 
julio del año pasado. Recuerdo haber intercambiado opiniones con el señor Diputado Lacalle Pou en aquella 
oportunidad. A diferencia del proyecto de 2004, que fue propuesto por el entonces Ministro de Educación y 
cultura, en el nuevo no se incluye todo lo relativo a la indemnización. 


Quiero reiterar lo que ha sostenido Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos: nunca 
hemos hecho cuestión sobre el tema de la indemnización. Entendemos que sí corresponde la reparación 
económica por graves violaciones a los derechos humanos. Sin embargo, este es un aspecto de la reparación 
y para Familiares no es central. El proyecto que se estudia en este momento refiere, básicamente, a lo relativo 
a la ausencia por desaparición forzada. Lo que este proyecto recoge es lo que nosotros habíamos planteado, 
junto con Luisa Cuesta y Ximena Gómez, en aquella sesión de julio, cuya versión taquigráfica tuvieron la 
gentileza de enviarme. Creo que no hay nada que agregar; se recoge sustancialmente lo que planteábamos. 
Nos parece una sana política haber desglosado el análisis de la indemnización, que podría generar algún tipo 
de discusión; de hecho, ya lo hizo. Nos parece razonable que eso se desglose y se deje para otro debate. Ello 
no significa que nunca se discuta; esperamos que algún día se discuta, pero nos parece bien que hoy se 
desglose. 


Eso es todo lo que tengo para decir ahora. 
SEÑOR LACALLE POU.- Agradecemos nuevamente la presencia del doctor Miranda. 


Simplemente, quiero hacer una acotación sobre lo último que se manifestaba. Si bien el tema de las 
indemnizaciones ha dado que hablar, no es por no ser merecidas en estos casos sino porque se habló de 
volcar la balanza o tener en cuenta ambas situaciones; sabe bien el doctor Miranda que en la otra iniciativa 
estaban comprendidos otros tipos de casos. Concretamente, sobre las indemnizaciones que se pueden prever 
en estos casos, creo que no habría mayor debate. La discusión surge en torno a la indemnización de quienes 
fueron víctimas de otro tipo de atrocidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere comunicar que se va a repartir entre todos los 
integrantes de ambas Comisiones la versión taquigráfica de lo expresado por el doctor Miranda en la 
Legislatura anterior, referido a un proyecto similar a este, porque nos parece un insumo de particular 
importancia. 


Asimismo, se va a repartir el proyecto original porque los comentarios del doctor Miranda están referidos a 
él. De esta forma, tendremos claro de qué se está hablando. 


Por otra parte, es bueno que se sepa que ese proyecto original ahora fue modificado contemplando muchas de 
las observaciones que Familiares y la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación y Administración 
General de la época efectuaron. 


SEÑOR CHIFFLET.- Es cierto que lo esencial de este proyecto es que tiende a simplificar algo que en 
derecho civil suele ser un tanto engorroso. Me refiero a todo el capítulo de declaración de ausencia al 
que, de una manera u otra, todos hemos accedido en alguna oportunidad -hasta en los estudios de 
Preparatorios-, aquello de que el ausente, a los ojos de la ley, no está vivo ni está muerto. Sabemos que 
en la práctica la concreción de la declaración de ausencia lleva tiempo y es engorrosa. Naturalmente, la 
situación se complica en el caso de las víctimas de la dictadura. 


Quiero preguntar a los abogados lo siguiente. Esto va a comprender a quienes han sido declarados por la 
Comisión para la Paz ausentes o considerados desaparecidos en la dictadura, pero hay casos que no fueron 
comprendidos. Voy a mencionar uno. Un joven estudiante, Luján Molins, fue detenido y nunca más se supo 
de él. Cuando planteo el tema ante la Comisión para la Paz, se hizo alguna investigación y en un cuartel 
dijeron que en determinada fecha le dieron la libertad. Sus familiares pude localizar a alguno de sus 
hermanos en Rivera no tienen noticia de que al salir en libertad, suponiendo que eso fuera exacto, hubiese ido 
para otro país. Además, quienes le conocimos en la militancia estudiantil sabemos que no era un hombre de 
callarse y de no seguir luchando por sus ideales. 


Este es un caso muy especial; la Comisión para la Paz no se pronunció al respecto. Supongo que estaría 
comprendido en la situación prevista por el proyecto; de su lectura surge eso. Eso es lo que pregunto a los 
abogados. 


SEÑOR MIRANDA.- El artículo 1” del proyecto a consideración prevé, precisamente, circunstancias 
de ese tipo. Es evidente que la propia dinámica de la desaparición forzada y de las investigaciones 
llevadas adelante por la Comisión para la Paz no pueden cerrar el capítulo. Sí está claro que en 
aquellos casos que fueron por lo menos estudiados por la Comisión hay resolución y un nivel de 
convicción acerca del hecho de la desaparición forzada que justifica que, automáticamente, ingresen en 
el sistema previsto en la ley, que consiste, en definitiva, en la incorporación al artículo 57 del Código 
Civil y la aplicación de su artículo 1037, al que hacía referencia. 


En el artículo 1” del proyecto en consideración se establece: "Asimismo, estarán comprendidos aquellos 
casos iniciados por la Comisión para la Paz que el Poder Ejecutivo resuelva, previo informe de la Secretaría 
de Seguimiento creada por resolución de la Presidencia de la República de 10 de abril de 2003". No 
olvidemos que sigue en funcionamiento una Secretaría de Seguimiento de la Comisión para la Paz que está 
trabajando y recogiendo nuevas informaciones. 


Tal vez la inquietud del señor Diputado Chifflet debiera ser contemplada por nuevas denuncias que hoy se 
están recibiendo. Lo que hay que pensar es cuál sería el mecanismo idóneo para el seguimiento de las nuevas 
denuncias de desaparición forzada. Pienso que no está en el ánimo del país reeditar una Comisión para la Paz 
o un mecanismo por el estilo, pero es notorio que se siguen recibiendo denuncias. ¿Qué va a pasar con ellas y 
con el nivel de confiabilidad que puedan tener? Tal vez haya que considerar algún mecanismo y dejar alguna 
puerta abierta, inclusive en este artículo 1%, para las nuevas denuncias que se reciban. De todas maneras, esto 
hay que acotarlo. No debe olvidarse que el Código Civil sigue vigente en la materia. El problema que tiene el 
Código Civil en casos de ausencia no es sólo la extensión de los plazos, sino el criterio con el que circulan los 
bienes. Primero, se da una posesión interina y, pasado algún tiempo, se otorga la posesión definitiva. Es 
notorio que un título que circule estableciendo que "Fulano de tal" es poseedor de cierto bien, lo hará con 
dificultades. No tiene ningún problema jurídico, pero circula con dificultad por una cuestión de práctica 
notarial porque, en realidad, lo que se trasmite son posesiones. Pero esa es una discusión académica. 


Tal vez habría que considerar la posibilidad de nuevas denuncias. Creo que en ello, realmente, hay cierta 
complejidad pero, de alguna manera, hay que dejar la puerta abierta a otros pronunciamientos. Nadie nos 
asegura que no aparezcan nuevas situaciones de desaparición forzada que sean específicamente 
comprobables. Tampoco hay duda de que pueda suceder lo contrario además, es deseable que así ocurra: que 
haya confirmación específica del destino final de esas personas desaparecidas. En ese proceso estamos hoy. 


Creo que sería conveniente utilizar el mecanismo de la Secretaría de Seguimiento de la Comisión para la Paz 
y el órgano que, ojalá en un futuro no muy lejano se cree, para la temática general de los derechos humanos. 
Hoy no tengo respuesta para ello, aunque creo que hay que contemplarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, el problema con respecto a las nuevas denuncias sería de 
procedimiento. ¿Qué procedimiento seguimos para que alguien sea incorporado a la lista? 


SEÑOR MIRANDA.- El problema sería determinar cuál sería el órgano encargado de dictaminar que, 
efectivamente, alguien se incorpore a la lista. No habría ningún problema con las personas incluidas en 
el Anexo 3.1 del informe de la Comisión para la Paz, así como con las que tienen un certificado de 
ausencia por desaparición forzada en Argentina como dice el documento que se expide en ese país a 
partir de la CONADEP o un documento como el de víctima de violación de los derechos humanos, que 
es el que expide el Gobierno chileno a partir de la Comisión Rettig. En estos casos, claramente, está 
constatado el hecho de la desaparición forzada y asumida como tal, sea por el Estado chileno, 
argentino o uruguayo. El problema se plantea en aquellos casos que no se incluyeron en la Comisión 
para la Paz y que hoy pudieran plantearse. Ese es un problema real, porque, ¿cómo se genera un 
mecanismo ágil? Esa es la dificultad. 


Por otra parte, me preocuparía que este proyecto quedara in extenso en virtud de que todavía no encontramos 
un mecanismo rápido para resolver las nuevas denuncias. De hecho, en Familiares seguimos recibiendo 


decenas de denuncias. La confiabilidad de ellas es un problema de investigación. 


SEÑOR LORENZO. El caso concreto que el señor Diputado Chifflet citó, estaría comprendido por la 
segunda oración del artículo 1”. Los que no están comprendidos en esta ley son los casos nuevos. 


Lo que dice el doctor Miranda es correcto: hay que seguir adelante con este proyecto, sin perjuicio de que 
esas situaciones se consideren de otra manera. Todo lo que está comprendido en el artículo 1” tuvo un 
proceso y una investigación; en algunos casos hay una conclusión y para los que no la hubo, el mecanismo a 
seguir está establecido en la segunda oración. 


SEÑOR GAMOU.- Lo que dice el doctor Miranda, en lo personal, me es de recibo. No frenemos ni 
demoremos mucho este proyecto de ley largamente reclamado por los familiares de desaparecidos. 


En la medida en que exista este proyecto de ley, en caso de constatarse nuevas denuncias se podrá aprobar 
otro en el que se incluyan esos nuevos casos. Quisiera conocer la opinión del doctor Miranda al respecto. No 
tenemos una concepción inmutable del derecho, pero creo que este es un buen comienzo. Quizás en un futuro 
cercano se podría hacer un proyecto incluyendo los casos comprobados. 


SEÑOR LACALLE POU.- El ánimo es acompañar este proyecto de ley. 


Creo que casos como el que planteaba el señor Diputado Chifflet no están incluidos, inclusive si nos 
ponemos piedeletristas. No queremos complicar, pero en este proyecto se hace una declaración taxativa 
porque se hace referencia a un Anexo y a resoluciones del Poder Ejecutivo y aquí consta un listado de 
personas. La segunda frase del artículo 1” establece: "Asimismo, estarán comprendidos aquellos casos 
iniciados por la Comisión para la Paz que el Poder Ejecutivo resuelva (...)". Inclusive, aquí se está dejando 
abierta la lista. En realidad, me genera algún tipo de duda que nosotros declaremos esta situación jurídica con 
un listado abierto. Es verdad que está acotado porque son casos que están a estudio, pero igual estaríamos 
dejando abierta la lista. Legislativamente, no sé si no deberían resolverse estos casos con otro texto legal. Me 
parece que así debería ser. En este caso, lo estamos haciendo taxativamente y si hay una resolución nueva del 
Poder Ejecutivo declarando que hay más personas incluidas en esta situación, debería existir otro texto legal 
que haga referencia a ello. Por eso, hasta los casos que están a estudio, si no están definidos por una 
resolución, me generan alguna duda. 


SEÑOR MIRANDA. El texto del proyecto de ley se refiere a los casos que fueron iniciados ante la 
Comisión para la Paz, en los que luego el Poder Ejecutivo resolvió. 


Si ustedes analizan los Anexos del informe final de la Comisión para la Paz, hay distintas categorías -aunque 
suene feo decirlo así- de denuncias sobre situaciones. El Anexo 3.1 se refiere expresamente a los casos de 
veintiséis uruguayos desaparecidos en Uruguay en los que la Comisión para la Paz llegó al grado de 
convicción de que fueron detenidos por fuerzas del Estado y posteriormente desaparecidos, lo que significa 
que se ocultó su paradero. Esto es muy claro. El problema es con otras situaciones de uruguayos 
desaparecidos en Uruguay, que estuvieran denunciados en la Comisión para la Paz, pero que no hubiera ese 
grado de convicción. Lamentablemente, no traje el Anexo del informe final de la Comisión, pero habría que 
fijarse en el Anexo posterior al 3.1 -supongo que es el Anexo 3.2- de casos de uruguayos desaparecidos en 
Uruguay que estuvieran en trámite de estudio en la Comisión para la Paz y que esta no hubiera llegado al 
grado de convicción sobre su desaparición. Creo que no hay ningún caso. 


Finalmente, el otro problema es el de los uruguayos desaparecidos en Argentina y en Chile. No me refiero a 
los dos casos de uruguayos desaparecidos en Paraguay, porque están incorporados por la propia Comisión 
para la Paz entre los casos de desapariciones de uruguayos en Argentina. 


En esos casos, el mecanismo que buscamos es el siguiente. El Estado uruguayo, por la razón que sea, hasta 
ahora no ha asumido la responsabilidad de las desapariciones, particularmente en Argentina. No generemos 
un debate político de fondo acerca de esto -el señor Diputado Lacalle Pou recordará que ese fue el espíritu en 
julio del año pasado-, sino que resolvamos un problema práctico. ¿Cómo lo resuelvo? Argentina declaró 
ausente por desaparición forzada a una serie de uruguayos, a través del mecanismo de la CONADEP - 


Comisión Nacional de Desaparición de Personas- y expidió un certificado. Este certificado lo legalizo, lo 
incorporo a Uruguay, lo inscribo en el Registro de Estado Civil y con esto tengo el mecanismo de ausencia 
que me habilita a entrar por el artículo 1037 del Código Civil al proceso sucesorio. En el caso chileno pasa 
exactamente lo mismo. 


¿Qué pasa con las nuevas denuncias? No sé si ese problema se va a presentar. Francamente, tengo dudas. 
Creo que asiste razón al señor Diputado Gamou cuando dice que las nuevas denuncias -no las iniciadas en la 
Comisión para la Paz-, que ni siquiera habían llegado a dicha Comisión, en virtud de las investigaciones que 
se realicen y del nivel de convicción que adquiramos con el pasaje del tiempo, podrían agregarse a esta ley - 
una vez aprobado este proyecto- a través de un inciso tercero al artículo 1”, comprendiendo tales o cuales 
situaciones, según resolución del organismo -¡ojalá se llame así!- Comisión Nacional de Derechos Humanos. 


Creo que hoy no hay demasiados problemas prácticos. 


Por ejemplo, el Anexo N* 3.2 de la Comisión para la Paz se refiere a Urano Miranda; el Anexo N” 3.3 se 
refiere a Ever Rodríguez Sanabria. Lo mismo sucede con el Anexo N” 3.4. Quiere decir que el Anexo N* 3 se 
refiere a situaciones de uruguayos desaparecidos en Uruguay con la diferencia de que en los Anexos N* 3.2, 
N* 3,3 y N” 3.4, la Comisión para la Paz no llega al grado de convicción al que sí había llegado con respecto 
a las veintiséis situaciones mencionadas con anterioridad. Por lo tanto, las hipótesis de los Anexos N* 3.2, 

N* 3,3, N” 3.4 del informe final de la Comisión para la Paz son las que estarían contempladas en ese giro 
final del inciso primero del artículo 1* del proyecto. Esa es la idea. Creo que la última oración del artículo 1* 
del proyecto está contemplando las situaciones previstas en los Anexos N* 3.2, N* 3,3 y N” 3.4, no la de los 
otros Anexos. ¿Por qué? Porque los demás Anexos se refieren a uruguayos desaparecidos fuera del país y, en 
este caso, no hay una asunción directa de responsabilidad por parte del Estado uruguayo y se estudia la forma 
de incorporar las constataciones realizadas por Estados extranjeros en los procesos de investigación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Queda claro lo que dice el doctor Miranda. Creo que no hay otra solución; 
de lo contrario, el trámite sería muy engorroso. Además, el listado es acotado. Lo que sucede es que el 
Poder Legislativo abre la posibilidad de esta declaración sin saber quienes son o si realmente se 
decidirá por parte del Poder Ejecutivo que mediante una resolución así lo hizo en el caso primario y 
luego el Poder Legislativo legisla sobre el caso. 


Reitero que sería muy engorroso y tampoco son muchas las personas que abarcaría esta puerta abierta que 
estamos dejando para las denuncias o investigaciones iniciadas. 


SEÑOR MIRANDA.- Estaba leyendo rápidamente el informe de la Comisión para la Paz. El 
numeral 45 se refiere expresamente a la situación contemplada en los Anexos N” 3.2, N” 3.3 y N” 3,4, El 
literal b. dice: "Considera que no es posible confirmar 1 denuncia" -es el caso de Urano Miranda- "en 
función de que existe información trascendente pero no suficiente a esos efectos (...)". Quiere decir que 
la propia Comisión dice que hasta hoy no tiene información suficiente, por lo que no lo incluye dentro 
de los veintiséis del Anexo N” 3.1. Este caso claramente estaría abarcado por la oración final del 
artículo 1” del proyecto de ley. Creo que ese fue el espíritu del señor Subsecretario de Educación y 
Cultura -que es el artífice de este proyecto-, doctor Michelini, quien en el momento en que discutimos 
este tema era el Presidente de esta Comisión. ¿Qué hacemos con los casos de Urano Miranda, etcétera, 
etcétera? Dejemos la puerta abierta, en la medida en que hay información. Fíjense cómo lo expresa la 
Comisión para la Paz: "en función de que existe información trascendente pero no suficiente". Eso es 
lo que dice la Comisión: "Tengo mucha información pero todavía no me da el grado de convicción". 
Entonces, dejemos abierta la puerta para este tipo de casos, formulando como oración final la del 
artículo 1”, que tiene que ver con aquellos casos en los que la Comisión para la Paz inició la 
investigación, pero no pudo llegar al grado de convicción exigido como valoración de la prueba, como 
lo había establecido. Este es el problema general de la desaparición forzada; es muy difícil determinar 
una lista. Los periodistas siempre preguntan: "¿Cuántos son los desaparecidos?" Nosotros nunca 
podemos dar una cifra exacta. Precisamente, el proceso de la desaparición y de la investigación más o 
menos débil que hemos tenido hasta hoy, nos impide determinar exactamente la lista. Entonces, no 
cerremos las puertas. Con el señor Ever Rodríguez Sanabria -esto está previsto en el Anexo 3.3- sucede 
lo mismo. La Comisión considera que no es posible confirmar o descartar una denuncia en función de 
que existe información no suficiente a esos efectos y con relación a la persona que se individualiza en el 
Anexo 3.3. 


Me parece lógico dejar abierta la puerta con relación a la oración final, pero tampoco debemos 
empantanarnos en la discusión porque la lista, necesariamente, debe estar abierta. Ojalá algún día esta lista se 
reduzca; ojalá se excluya gente del Anexo 3.1 del informe final de la Comisión para la Paz. Eso querrá decir 
que sabemos exactamente qué fue lo que pasó. 


Creo que en ese sentido el proyecto es más que razonable. Además, de las expresiones de los señores 
Diputados Lacalle Pou y Gamou queda claro que en el futuro no habría problemas. La legislación es 
dinámica; a medida que las circunstancias van cambiando, nunca estaremos atados de mano para volver a 
legislar. 


SEÑOR CÁNEPA.- En primer lugar, agradezco la presencia del doctor Miranda. Creo que fue breve, 
pero contundente. Quienes ya conocemos su posición en la Legislatura anterior cuando se trató un 
proyecto similar, sabemos que esta nueva iniciativa recoge varios de los planteamientos realizados por 
Familiares, a través del doctor Miranda. 


Me da la sensación de que tenemos una solución bastante acertada para esta situación de derecho civil; se 
trata de una buena solución jurídica. Lo que establece el artículo 1 es muy claro, no da lugar a confusión. 
Inclusive, la sensación que tengo es que alguno de nosotros hubiésemos querido ir más allá en cuanto a la 
solución posible, pero creo que es muy bueno haber logrado este proyecto de ley, que aspiramos a que sea 
votado con el máximo consenso posible. 


Por lo tanto, cuando el doctor Miranda se retire de Sala, creo que correspondería ver la posibilidad de 
consultarnos para ver si podemos avanzar en el tratamiento de este proyecto de ley, como es nuestra 
voluntad. Como se advierte, esta iniciativa tiene soluciones para casi todas las dudas que teníamos sobre este 
tema. Hemos dejado fuera el tema reparatorio. No hablo de indemnización, porque es otro tipo de concepto 
jurídico; creo que lo que corresponde acá es una reparación, pero esa será otra discusión en el futuro. 


Adelanto que quien habla está absolutamente convencido de la necesidad de encarar la reparación en el 
futuro, pero comprende que este primer paso es ineludible por parte del Estado uruguayo -el Poder 
Legislativo tiene parte de la competencia, porque debe sancionar este proyecto de ley- para ir resolviendo 
algunos temas que son un quebradero de cabeza para los familiares de los detenidos desaparecidos en la 
última dictadura militar. 


Creo que fue muy clara la exposición del doctor Miranda, al igual que las preguntas que se formularon en 
esta reunión. Si no hay más dudas con respecto a este tema, quisiera ver la posibilidad de comenzar a analizar 
este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Miranda y sus aportes a la discusión de 
este proyecto. 


SEÑOR MIRANDA.- Quiero agradecer al señor Presidente de la Comisión y a los señores Diputados 
por haberme recibido. Deseo expresar nuestra gratitud por darnos la posibilidad de considerar una 
discusión que se viene procesando desde el año pasado. Es el deseo de los familiares que este proyecto 
se pueda aprobar por unanimidad. Creo que este sería un gesto simbólico sumamente importante de 
parte de esta Legislatura hacia la población -más allá del punto de vista estrictamente legislativo-, 
máxime en estos momentos tan especiales en los que todas las fuerzas políticas, más allá de las distintas 
posiciones que sabemos que mantenemos con relación a este tema y con respecto a la evaluación del 
pasado reciente. 


Muchas gracias. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


